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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]EGCAP – Régimen Jurídico Mixto 

Respecto al régimen jurídico de las entidades sometidas, es necesario tener en cuenta que el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública define los contratos de obra, consultoría, prestación de servicios, concesión, encargos fiduciarios y fiducia pública. Sin embargo, se trata de un listado enunciativo, pues la Ley 80 de 1993 se integra con las tipologías contractuales previstas en el derecho privado. Por ello, el inciso primero del artículo 13 dispone que “Los contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2o. del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta ley”. 

Dicha idea también se reitera en el EGCAP considerando que “Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad” –art. 32, inciso primero–. Asimismo, dispone que “Las estipulaciones de los contratos serán las que, de acuerdo con las normas civiles, comerciales y las previstas en esta ley, correspondan a su esencia y naturaleza” –art. 40, inciso primero–.

DECRETO LEY 222 DE 1983 – Alcance - Derogatoria – Ley 80 de 1993 

. Ahora bien, si bien el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública -EGCAP es el cuerpo normativo que rige las reglas de gran parte de los contratos estatales dentro del orden jurídico, existen reglas que la precedieron y que son con vigencia del Decreto Ley 222 de 1983 “Por el cual se expiden normas sobre contratos de la Nación y sus entidades descentralizadas y se dictan otras disposiciones”. Su artículo 1 delimitaba las entidades sujetas al estatuto y señalaba las materias aplicables a departamentos y municipios. En este contexto, vale la pena destacar que el artículo 16 incluía como administrativos los contratos interadministrativos internos con los objetos allí previstos. Por ello, la denominación del instrumento no basta para identificar su régimen. Se deben considerar las entidades intervinientes, su competencia, el objeto y las disposiciones territoriales o especiales aplicables.

Vale la pena destacar que posteriormente se expidió la ley 80 de 1993, mediante la cual se expide el Estatuto de Contratación de la Administración Pública, la cual fue publicada el 28 de Octubre de 1.993. Dicho estatuto normativo, por ser el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, derogó en casi su totalidad, la normatividad anterior, relacionada con la contratación, entre la que se cuenta: El Decreto-ley 2248 de 1972; la Ley 19 de 1982; el Decreto-ley 222 de 1.983, excepto los artículos 108 a 113; el Decreto-ley 591 de 1991, con excepción de los artículos 2°,8°,9°, 17 Y 19; el Decreto-ley 1684 de 1991; las normas sobre contratación del Decreto 700 de 1992, y los artículos 253 a 264 del Código Contencioso Administrativo; así como las demás normas que le fueran contrarias.


DECRETO LEY 222 DE 1983 – Contratos- Régimen jurídico aplicable – Ultractividad – Vigencia 

En torno a la vigencia del Decreto Ley 222 de 1983, el artículo 78 de la Ley 80 de 1993 es la regla transitoria específica para los contratos, procedimientos de selección y procesos judiciales en curso al entrar a regir ese estatuto. Debe interpretarse junto con su artículo 81, sobre vigencia y derogatorias, y el artículo 38 de la Ley 153 de 1887, cuyo tenor literal en su inciso primero prescribe: “En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración”. La derogación del estatuto anterior impide su aplicación general a negocios nuevos, pero permite su aplicación ultractiva a los contratos celebrados bajo su vigencia, dentro del ámbito que le correspondía. 

La ultractividad preserva el régimen sustancial del contrato anterior. Si para cumplirlo se requiere una decisión administrativa actual, la autoridad debe identificar por separado las reglas de competencia y procedimiento que rigen esa decisión. Así, los requisitos actuales de una actuación pueden aplicarse sin alterar la fuente ni el alcance de la obligación previa, salvo que una disposición transitoria establezca otra solución. Esta distinción encuentra respaldo positivo en el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del Código General del Proceso, conforme al cual «las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir», salvo respecto de los recursos, pruebas, audiencias, diligencias, términos, incidentes y notificaciones ya iniciados, que se rigen por la ley vigente al momento de su iniciación. De esta manera, mientras las normas sustanciales que gobiernan el contrato permanecen ultractivas, las de carácter procesal se aplican de manera inmediata.

CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS – Naturaleza de las partes – Fin social 

El convenio tiene la calidad de interadministrativa, en la medida en que fue celebrado entre entidades públicas que se encontraba sometido al régimen previsto del Decreto-Ley 222 de 1983. Bajo dicho marco normativo, estos convenios constituían una modalidad contractual diferenciada, justificada por la calidad pública de las partes y orientada a la consecución coordinada de fines estatales. En cuanto a su perfeccionamiento, debe precisarse que, de conformidad con el régimen vigente para la época, este no dependía exclusivamente de la suscripción del documento contractual, sino del cumplimiento del requisito previsto en el artículo 51 del Decreto-Ley 222 de 1983 […]

Según la naturaleza del negocio y las disposiciones especiales aplicables, dicho requisito podía consistir en la revisión judicial, la aprobación de garantías, la obtención del correspondiente registro presupuestal o, en determinados eventos, simplemente la suscripción del instrumento contractual. Por tanto, la determinación de la existencia y alcance de las obligaciones asumidas exige verificar el cumplimiento de las solemnidades y requisitos legalmente exigibles al momento de su celebración. En consecuencia, la recepción o entrega material del inmueble ocurrida con posterioridad no equivale al perfeccionamiento del convenio, que se rige por las solemnidades anotadas, sino que constituye un acto de ejecución de la obligación de entrega. Cuando esa entrega se acompaña de una destinación específica impuesta como carga, la entidad receptora queda vinculada a ella en los términos del título que la estableció. Por consiguiente, el perfeccionamiento y la ejecución del convenio constituyen momentos jurídicamente diferenciados, de modo que la fuente de la obligación cuya permanencia debe examinarse reside en la destinación impuesta y no en la mera recepción material del bien.

CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS – No aplicación – Artículo 355 – Constitución Política

Sobre este punto, resulta relevante precisar que el inciso primero del artículo 355 de la Constitución Política prohíbe a las ramas y órganos del poder público decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado. La finalidad de esta disposición es impedir la disposición gratuita de recursos públicos en beneficio de particulares por fuera de los mecanismos constitucional y legalmente establecidos. Sin embargo, dicha prohibición se encuentra circunscrita a las transferencias efectuadas en favor de sujetos de derecho privado y, por tanto, no resulta aplicable, en principio, a las relaciones jurídicas establecidas entre entidades públicas. En consecuencia, cuando la transferencia de un bien inmueble se produce en desarrollo de un convenio interadministrativo celebrado entre entidades estatales, la operación no encuadra en la hipótesis constitucional de auxilio o donación proscrita por el artículo 355 superior, toda vez que no existe una atribución patrimonial a favor de un particular, sino una actuación entre organismos públicos orientada al cumplimiento de funciones y finalidades estatales.

Esta lectura es conforme con la jurisprudencia constitucional, que ha precisado que la prohibición del artículo 355 superior se dirige a la asignación gratuita de recursos públicos en favor de personas de derecho privado y que, por regla general, no se extiende a las transferencias entre entidades estatales orientadas al cumplimiento de sus cometidos, sin perjuicio de que la propia Corte haya advertido que tal prohibición no tiene carácter absoluto. En esa línea, el ordenamiento autoriza de manera expresa la enajenación o cesión a título gratuito de inmuebles fiscales entre entidades públicas y para programas de vivienda de interés social.

CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS – Finalidad – Duración

Conviene añadir que, cuando la transferencia de un bien se somete a una destinación específica, la relación se aproxima a una obligación modal o carga, en la que el adquirente recibe la cosa con el deber de aplicarla a un fin determinado. En el régimen civil, el incumplimiento de esa carga solo da lugar a la restitución del bien cuando se ha pactado de manera expresa una cláusula resolutoria, pues esta no se presume. De ahí que la permanencia de la destinación y la eventual reversión del inmueble dependan de lo estipulado en el título y no de la sola finalidad social que inspiró la transferencia.

Por último, cabe destacar que, la permanencia del fin social de un predio destinado a la reconstrucción depende de la norma y del título que establecieron su destinación. Si el acto de transferencia impuso una obligación de uso continuado, esta conserva el alcance y la duración previstos en su fuente. Si el título exigió ejecutar una obra, entregar una vivienda o completar otra prestación determinada, corresponde establecer si esa obligación se cumplió y si subsisten restricciones distintas.
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Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_09_28_013025


	


Estimado Señor Quintero: 

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por los Decretos 4170 de 2011 y 1822 de 2019 y de conformidad con las modalidades del derecho de petición contempladas en la Ley 1755 de 2015, así como lo establecido en la Resolución N° 469 del 2025 expedida por esta Agencia, responde la solicitud de consulta del 28 de septiembre de 2026, en la cual manifiesta: 

1. Naturaleza y exigibilidad: ¿Los convenios interadministrativos bajo el Decreto 222/1983 que impusieron obligaciones de hacer (entregar
predios a beneficiarios) a una entidad territorial son contratos estatales
vinculantes y exigibles hoy?
2. Perfeccionamiento: ¿La recepción formal del inmueble en 1990 perfeccionó la obligación de cumplir su destinación específica?
3. Art. 355 C.P.: ¿La prohibición de auxilios/donaciones aplica a transferencias que cumplen un convenio contractual preexistente o encargo modal, o este es una ejecución obligacional y no mera liberalidad?
4. Irretroactividad: ¿La C.P. de 1991 o la Ley 80/1993 extinguieron unilateralmente obligaciones nacidas bajo el Decreto 222/1983?
5. Antecedentes: Citar doctrina o jurisprudencia del Consejo de Estado
sobre la vigencia del fin social en predios de la reconstrucción (ej. Fondo RESURGIR).

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de sus solicitudes, la Agencia procede a resolver los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Las obligaciones asumidas por una entidad territorial en un convenio interadministrativo celebrado bajo el régimen del Decreto 222 de 1983 conservan plena fuerza vinculante y exigibilidad jurídica cuando su ejecución se proyecta más allá de la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 y de la Ley 80 de 1993?; ii) ¿La transferencia o entrega de bienes inmuebles realizada en desarrollo de un convenio interadministrativo preexistente con una finalidad social específica genera para la entidad receptora una obligación permanente y exigible de cumplir la destinación convenida, de manera que su ejecución no constituye una liberalidad o donación prohibida por el artículo 355 de la Constitución Política sino el cumplimiento de una obligación contractual previamente adquirida?; iii) ¿La recepción o entrega material del bien inmueble objeto del convenio perfecciona el negocio o constituye un acto de ejecución de las obligaciones previamente asumidas, de modo que la destinación específica impuesta vincula a la entidad receptora?

II. Respuesta:

	En relación con los problemas jurídicos de su consulta, se expresa:

i. En torno al primer problema jurídico, se detalla que la vigencia del Decreto-Ley 222 de 1983 frente a la entrada en vigor de la Ley 80 de 1993 debe analizarse a partir de las reglas de transición previstas en los artículos 78 y 81 de esta última, en armonía con el artículo 38 de la Ley 153 de 1887. Aunque la Ley 80 derogó el régimen anterior para la celebración de nuevos contratos, ello no implicó la desaparición automática de los efectos jurídicos de los negocios celebrados bajo la normatividad derogada. Por el contrario, conforme al principio según el cual en todo contrato se entienden incorporadas las leyes vigentes al momento de su celebración, los contratos perfeccionados bajo el Decreto-Ley 222 de 1983 continúan rigiéndose, en lo sustancial, por las disposiciones que les eran aplicables al momento de su nacimiento.
Esta conclusión encuentra respaldo en la doctrina constitucional sobre la ultractividad normativa, entendida como la subsistencia de una norma derogada respecto de las situaciones jurídicas consolidadas durante su vigencia. La Corte Constitucional, en la Sentencia C-763 de 2002, explicó que el principio tempus regit actus determina que los hechos, actos o negocios jurídicos deben regirse por la ley vigente al momento de su ocurrencia, aun cuando esta haya sido posteriormente derogada. De esta manera, la derogatoria de una norma no afecta, por sí sola, la regulación jurídica de las relaciones contractuales válidamente constituidas bajo su amparo.
En efecto, la ultractividad permite que el régimen anterior siga produciendo efectos jurídicos sobre el contenido y alcance de las obligaciones derivadas del contrato. Sin embargo, ello no significa que toda actuación posterior quede sometida íntegramente a la legislación derogada. Cuando para la ejecución o cumplimiento del contrato se requiere la expedición de una decisión administrativa actual, es necesario distinguir entre las normas sustanciales que regulan la relación contractual y las reglas de competencia o procedimiento vigentes al momento de la actuación. 
No obstante, el propio ordenamiento prevé excepciones a la regla general de ultractividad. Los numerales 1 y 2 del artículo 38 de la Ley 153 de 1887 establecen que las leyes posteriores pueden aplicarse a los mecanismos para reclamar judicialmente los derechos derivados del contrato y a las disposiciones sancionatorias relacionadas con su incumplimiento. Fuera de estos supuestos, las obligaciones asumidas en un convenio interadministrativo celebrado válidamente durante la vigencia del Decreto-Ley 222 de 1983 conservan plena fuerza vinculante. Por ello, ni la entrada en vigor de la Constitución Política de 1991 ni la expedición de la Ley 80 de 1993 produjeron la extinción de dichas obligaciones, las cuales continúan sujetas a las condiciones y efectos jurídicos establecidos por el régimen vigente al momento de su celebración.

ii. En relación con el segundo problema jurídico frente al convenio interadministrativo cuyo objeto consiste en la transferencia o entrega de bienes inmuebles para fines sociales, debe destacarse que dicha operación encuentra fundamento jurídico en tres elementos concurrentes: la competencia de las entidades públicas intervinientes, la existencia de una obligación convencional válidamente asumida y la destinación específica del bien al cumplimiento de finalidades de interés general. En esa medida, la transferencia no puede analizarse como un acto aislado de disposición patrimonial, sino como la ejecución de un compromiso previamente adquirido en el marco de una relación jurídica celebrada bajo un régimen normativo determinado. 
Asimismo, la transferencia de bienes inmuebles entre entidades estatales no se identifica, por regla general, con la prohibición prevista en el inciso primero del artículo 355 de la Constitución Política, conforme al cual ninguna de las ramas u órganos del poder público podrá decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado. La finalidad de esa disposición constitucional es impedir la entrega gratuita de recursos públicos a particulares por fuera de los mecanismos constitucionalmente autorizados. En este sentido, cuando la transferencia se realiza entre entidades públicas y persigue la ejecución de funciones administrativas, programas estatales o finalidades sociales asignadas por la ley, no se configura la hipótesis constitucional proscrita, puesto que no existe un beneficiario privado receptor de una liberalidad estatal. Sin embargo, esta conclusión no excluye el control de legalidad del negocio jurídico, pues corresponde verificar que las entidades participantes contaran con competencia para disponer del bien, que se hubieran observado los procedimientos exigidos por el marco jurídico vigente, que la destinación social estuviera debidamente acreditada y que la operación respetara las reglas patrimoniales, presupuestales y administrativas aplicables.
Ahora bien, para determinar el alcance temporal de las obligaciones derivadas del convenio resulta indispensable interpretar de manera sistemática las cláusulas relativas a la destinación del inmueble y a la duración del negocio jurídico. En este análisis debe diferenciarse, de una parte, el plazo previsto para efectuar la entrega del bien o ejecutar el proyecto que justificó la transferencia y, de otra, el período durante el cual la entidad receptora está obligada a conservar la destinación social convenida. La sola existencia de una finalidad pública o social no permite concluir, por sí misma, que la obligación de mantener dicha destinación tenga carácter indefinido o permanente, en especial, cuando el texto contractual no lo establece de manera expresa. 
Del mismo modo, debe distinguirse entre la subsistencia material de una obligación y la posibilidad jurídica de exigir su cumplimiento por vía judicial, pues esta última depende de la naturaleza de la pretensión, del momento en que se configuró el eventual incumplimiento y de los términos de prescripción o caducidad aplicables. Por ello, cualquier análisis sobre la exigibilidad actual de las obligaciones derivadas del convenio requiere examinar conjuntamente su clausulado, la finalidad perseguida por las partes y el régimen jurídico aplicable tanto a la obligación sustancial como a los mecanismos procesales para reclamar su observancia.
iii. En cuanto al tercer problema jurídico, la recepción o entrega material del bien inmueble no perfecciona por sí sola el convenio interadministrativo, pues el perfeccionamiento se rige por las solemnidades previstas en el régimen vigente al momento de su celebración. Dicha recepción constituye un acto de ejecución de las obligaciones previamente asumidas, de modo que, cuando el bien se entrega con una destinación específica impuesta como carga, la entidad receptora queda vinculada a su cumplimiento en los términos del título que la estableció, sin que la permanencia de esa destinación pueda presumirse indefinida a falta de estipulación expresa.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.



III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. Respecto al régimen jurídico de las entidades sometidas, es necesario tener en cuenta que el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública define los contratos de obra, consultoría, prestación de servicios, concesión, encargos fiduciarios y fiducia pública. Sin embargo, se trata de un listado enunciativo, pues la Ley 80 de 1993 se integra con las tipologías contractuales previstas en el derecho privado. Por ello, el inciso primero del artículo 13 dispone que “Los contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2o. del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta ley”. 
Dicha idea también se reitera en el EGCAP considerando que “Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad” –art. 32, inciso primero–. Asimismo, dispone que “Las estipulaciones de los contratos serán las que, de acuerdo con las normas civiles, comerciales y las previstas en esta ley, correspondan a su esencia y naturaleza” –art. 40, inciso primero–.
De esta manera, los contratos de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación se rigen generalmente por el derecho privado y excepcionalmente por el derecho público, pues las normas civiles y comerciales son el derecho común de los contratos estatales[footnoteRef:1]. Para la doctrina, la mixtura del régimen contractual: [1:  Cfr. BENAVIDES, José Luis. El contrato estatal: entre el derecho público y el derecho privado. Segunda edición. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2009. pp. 78-79.   ] 


“[…] no hace otra cosa que aprovechar ciertos principios rectores de la contratación general que aunque tengan su consagración en códigos de derecho privado como el civil o el comercial, no son propios y exclusivos de este derecho. Baste pensar en los requisitos de consentimiento válido, objeto y causa lícitos, capacidad, elementos esenciales según la naturaleza de cada contrato, responsabilidad, naturaleza de las obligaciones emanadas de los mismos, etc. etc. Extremos éstos que de derecho privado no tienen sino su presentación formal o el nombre y que la tradición, desde su origen romano, se acostumbró a calificarlos así y a no preocuparse por su cuestionamiento o definición.

En otras palabras, extremos como los indicados no son ni de derecho público ni de derecho privado, sino, simplemente, de derecho propio, aplicables a toda relación contractual, con prescindencia de la naturaleza de los sujetos involucrados en la misma”[footnoteRef:2].  [2:  BETANCUR JARAMILLO, Carlos. Derecho procesal administrativo. Octava edición. Medellín: Señal Editora, 2013. p. 627.   ] 

 
	Ello no implica una privatización absoluta del régimen contractual de las entidades públicas, pues la Ley 80 de 1993 –entre otros aspectos– regula especialmente la capacidad jurídica –inhabilidades, incompatibilidades, consorcios y uniones temporales y registro único de proponentes–, las reglas de selección objetiva –procedimientos de selección–, así como algunos aspectos de ejecución contractual –manejo del riesgo, cláusulas exorbitantes y tipologías contractuales–. Por ello, con excepción de las materias expresamente reguladas en el Estatuto de Contratación, es posible la aplicación de las normas de derecho privado.

ii. Ahora bien, si bien el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública -EGCAP es el cuerpo normativo que rige las reglas de gran parte de los contratos estatales dentro del orden jurídico, existen reglas que la precedieron y que son con vigencia del Decreto Ley 222 de 1983 “Por el cual se expiden normas sobre contratos de la Nación y sus entidades descentralizadas y se dictan otras disposiciones”. Su artículo 1 delimitaba las entidades sujetas al estatuto y señalaba las materias aplicables a departamentos y municipios[footnoteRef:3]. En este contexto, vale la pena destacar que el artículo 16 incluía como administrativos los contratos interadministrativos internos con los objetos allí previstos[footnoteRef:4]. Por ello, la denominación del instrumento no basta para identificar su régimen. Se deben considerar las entidades intervinientes, su competencia, el objeto y las disposiciones territoriales o especiales aplicables. [3:   De las entidades a las cuales se aplica este estatuto. Los contratos previstos en este decreto que celebren la Nación (Ministerios y Departamentos Administrativos), y los Establecimientos Públicos se someten a las reglas contenidas en el presente estatuto.
Así mismo, se aplicarán a los que celebren las Superintendencias por conducto de los Ministerios a los cuales se hallen adscritas.
A las Empresas Industriales y Comerciales del estado y a las Sociedades de Economía Mixta en las que el Estado posea mas del noventa por ciento (90%) de su capital social les son aplicables las normas aquí consignadas sobre contratos de empréstito y de obras públicas y las demás que expresamente se refieran a dichas entidades.
Las normas que en este estatuto se refieren a tipos de contratos, su clasificación, efectos, responsabilidades y terminación, así como a los principios generales desarrollados en el título IV, se aplicarán también en los Departamentos y Municipios.]  [4: Artículo 16. De la clasificación y de la naturaleza de los contratos. Son contratos administrativos:
1. Los de concesión de servicios públicos.
2. Los de obras públicas.
3. Los de prestación de servicios.
4. Los de suministros.
5. Los interadministrativos internos que tengan estos mismos objetos.
6. Los de explotación de bienes del Estado.
7. Los de empréstito.
8. Los de crédito celebrados por la Compañía de Fomento cinematográfico -FOCINE-.
9. Los de conducción de correos y asociación para la prestación del servicio de correo aéreo; y
10. Los que celebren instituciones financieras internacionales públicas, entidades gubernamentales de crédito extranjeras y los organismos internacionales, con entidades colombianas, cuando no se les considere como tratados o convenios internacionales.
Son contratos de derecho privado de la administración los demás, a menos que ley especial disponga en sentido contrario, y en sus efectos estarán sujetos a las normas civiles, comerciales y laborales, según la naturaleza de los mismos, salvo en lo concerniente a la caducidad.
Parágrafo. Los contratos de explotación de bienes del Estado se rigen por las normas especiales de la materia.
 ] 

	Vale la pena destacar que posteriormente se expidió la ley 80 de 1993, mediante la cual se expide el Estatuto de Contratación de la Administración Pública, la cual fue publicada el 28 de Octubre de 1.993. Dicho estatuto normativo, por ser el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, derogó en casi su totalidad, la normatividad anterior, relacionada con la contratación, entre la que se cuenta: El Decreto-ley 2248 de 1972; la Ley 19 de 1982; el Decreto-ley 222 de 1.983, excepto los artículos 108 a 113; el Decreto-ley 591 de 1991, con excepción de los artículos 2°,8°,9°, 17 Y 19; el Decreto-ley 1684 de 1991; las normas sobre contratación del Decreto 700 de 1992, y los artículos 253 a 264 del Código Contencioso Administrativo; así como las demás normas que le fueran contrarias.
En torno a la vigencia del Decreto Ley 222 de 1983, el artículo 78 de la Ley 80 de 1993 es la regla transitoria específica para los contratos, procedimientos de selección y procesos judiciales en curso al entrar a regir ese estatuto. Debe interpretarse junto con su artículo 81[footnoteRef:5], sobre vigencia y derogatorias, y el artículo 38 de la Ley 153 de 1887, cuyo tenor literal en su inciso primero prescribe: “En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración”. La derogación del estatuto anterior impide su aplicación general a negocios nuevos, pero permite su aplicación ultractiva a los contratos celebrados bajo su vigencia, dentro del ámbito que le correspondía.  [5:  ARTÍCULO 81. DE LA DEROGATORIA Y DE LA VIGENCIA. A partir de la vigencia de la presente ley, quedan derogados el Decreto ley 2248 de 1972; la Ley 19 de 1982; el Decreto ley 222 de 1983, excepción hecha de los artículos 108, 109, 110, 111, 112 y 113; el Decreto ley 591 de 1991, excepción hecha de los artículos 2o., 8o., 9o., 17 y 19; el Decreto ley 1684 de 1991; las normas sobre contratación del Decreto 700 de 1992, y los artículos 253, 254, 255, 256, 257, 258, 259, 260, 261, 262, 263 y 264 del Código Contencioso Administrativo; así como las demás normas que le sean contrarias.
A partir de la promulgación de la presente ley, entrarán a regir el parágrafo del artículo 2o.; el literal l) del numeral 1o. y el numeral 9o. del artículo 24; las normas de este estatuto relacionadas con el contrato de concesión; el numeral 8o. del artículo 25; el numeral 5o., del artículo 32 sobre fiducia pública y encargo fiduciario; y los artículos 33, 34, 35, 36, 37 y 38, sobre servicios y actividades de telecomunicaciones.
Las demás disposiciones de la presente ley, entrarán a regir a partir del 1o. de enero de 1994 con excepción de las normas sobre registro, clasificación y calificación de proponentes, cuya vigencia se iniciará un año después de la promulgación de esta ley.
PARÁGRAFO 1o. TRANSITORIO. La presente ley entrará a regir en relación con la Sociedad de Acueducto, Alcantarillado y Aseo de Barranquilla S.A., y para todo lo que tenga que ver con la prestación del servicio de agua, alcantarillado y aseo, tres (3) años después de su promulgación.
PARÁGRAFO 2o. TRANSITORIO. A partir de la promulgación de la presente ley, el Gobierno adelantará con la colaboración de la Escuela Superior de Administración Pública (ESAP) y de las demás entidades estatales, así como de los organismos o entidades gremiales y profesionales, actividades pedagógicas y de divulgación del presente estatuto.] 

La ultractividad preserva el régimen sustancial del contrato anterior. Si para cumplirlo se requiere una decisión administrativa actual, la autoridad debe identificar por separado las reglas de competencia y procedimiento que rigen esa decisión. Así, los requisitos actuales de una actuación pueden aplicarse sin alterar la fuente ni el alcance de la obligación previa, salvo que una disposición transitoria establezca otra solución. Esta distinción encuentra respaldo positivo en el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del Código General del Proceso, conforme al cual «las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir», salvo respecto de los recursos, pruebas, audiencias, diligencias, términos, incidentes y notificaciones ya iniciados, que se rigen por la ley vigente al momento de su iniciación. De esta manera, mientras las normas sustanciales que gobiernan el contrato permanecen ultractivas, las de carácter procesal se aplican de manera inmediata. En efecto, sobre la ultractividad, la Corte Constitucional en la Sentencia C- 763 de 2002[footnoteRef:6] prescribe: [6:  Corte Constitucional. Sentencia C-763 de 2002. M.P. Jaime Araujo Rentería. ] 


La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que todo hecho, acto o negocio jurídico se rige por la ley vigente al momento de su ocurrencia, realización o celebración.  Dentro de la Teoría General del Derecho, es clara la aplicación del principio "Tempus regit actus", que se traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por ella prevista, es la que se aplica a esos hechos, aunque la norma haya sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que se siguen aplicando a los hechos ocurridos durante su vigencia.  Este fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.

	En este sentido, la ultractividad consiste en que una norma anterior sigue siendo aplicable a una relación nacida durante su vigencia, incluso para resolver cuestiones posteriores sobre esa relación. Por ejemplo, si un contrato de obra se perfecciona bajo el régimen A y la ley B entra a regir durante la ejecución, el régimen A sigue siendo el punto de partida para examinar la validez del contrato y el alcance de las obligaciones ya pactadas. Al respecto, la Sentencia C-177 de 2005 fundamenta la supervivencia de esas reglas en la seguridad jurídica de las partes[footnoteRef:7]. En esta línea, la doctrina expresa:  [7:  Corte Constitucional. Sentencia C-177 de 2005. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. ] 


Puede afirmarse que la ultraactividad, que se identifica con la supervivencia de efectos de una ley derogada, es lo opuesto a la retroactividad. La retroactividad toca el pasado mientras que la ultractividad se proyecta al futuro. «Sería una especie de ‘vestigio de vigencia’, producido porque la nueva (norma) no tiene aplicación inmediata»[footnoteRef:8] [8:  DE QUINTANA, Beatriz Escudero et al. La ultraactividad de las leyes en materia contractual. Cuadernos Universitarios, n. IX, p. 53-72, 2016. p. 66. ] 


 Bajo el amparo del principio de seguridad jurídica y de la regla general de irretroactividad de las normas, debe entenderse que la circunstancia de que una obligación adquiera exigibilidad con posterioridad a la derogatoria de una disposición normativa no tiene la virtualidad, por sí sola, de modificar el régimen jurídico que la regula. En efecto, la determinación de la normativa aplicable no depende exclusivamente del momento en que la obligación se hace exigible, sino, principalmente, de la situación jurídica consolidada y del marco normativo vigente al momento de su nacimiento o configuración. 
No obstante, la aplicación de la ultractividad en el marco de las vigencias de normas no es absoluta. El propio ordenamiento jurídico ha previsto excepciones expresas a la regla según la cual los actos, contratos y relaciones jurídicas continúan rigiéndose por la ley vigente al momento de su celebración o constitución. En este sentido, los numerales 1 y 2 del artículo 38 de la Ley 153 de 1887 establecen supuestos específicos en los que las disposiciones de una ley posterior pueden incidir sobre situaciones contractuales nacidas bajo una legislación anterior. Al respecto, dichas excepciones prescriben: “1. Las leyes concernientes al modo de reclamar en juicio los derechos que resultaren del contrato, y 2. Las que señalan penas para el caso de infracción de lo estipulado; la cual infracción será castigada con arreglo á la ley bajo la cual se hubiere cometido”.
	A partir de estas precisiones, las obligaciones asumidas en un convenio interadministrativo válidamente celebrado bajo el régimen del Decreto-Ley 222 de 1983 conservan plena fuerza vinculante, de conformidad con su contenido y con el marco normativo vigente al momento de su celebración. Por tanto, la entrada en vigor de la Constitución Política de 1991 y de la Ley 80 de 1993 no produjo, por sí misma, la extinción de las obligaciones previamente constituidas, las cuales continúan rigiéndose por las condiciones y efectos jurídicos derivados del régimen bajo el cual nacieron.
En el mismo sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, para el cual el régimen jurídico de un contrato estatal es el vigente al momento de su celebración, de modo que los negocios perfeccionados bajo el Decreto-Ley 222 de 1983 se rigen por ese estatuto aun cuando sus efectos se prolonguen tras la entrada en vigencia de la Ley 80 de 1993. Esa regla se ha aplicado de manera expresa a los contratos y convenios interadministrativos celebrados durante la vigencia del estatuto anterior[footnoteRef:9]. [9:  Cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 20 de noviembre de 2020. Rad. 05001-23-31-000-2002-02323-01, en la que se concluyó que el régimen jurídico aplicable a un contrato interadministrativo celebrado en 1993 era el del Decreto-Ley 222 de 1983. En el mismo sentido, Sección Tercera, Subsección B. Sentencia del 25 de agosto de 2011. Rad. 25000-23-26-000-1993-08365-01 (14461).] 

	 
iii. El convenio tiene la calidad de interadministrativa, en la medida en que fue celebrado entre entidades públicas que se encontraba sometido al régimen previsto del Decreto-Ley 222 de 1983. Bajo dicho marco normativo, estos convenios constituían una modalidad contractual diferenciada, justificada por la calidad pública de las partes y orientada a la consecución coordinada de fines estatales. En cuanto a su perfeccionamiento, debe precisarse que, de conformidad con el régimen vigente para la época, este no dependía exclusivamente de la suscripción del documento contractual, sino del cumplimiento del requisito previsto en el artículo 51 del Decreto-Ley 222 de 1983, que disponía:

Artículo 51. Del perfeccionamiento de los contratos.
Salvo disposición en contrario, los contratos a los cuales se refiere este estatuto se entienden perfeccionados con la ejecutoria de la providencia del Consejo de Estado que los declare ajustados a la ley; si no requieren revisión del Consejo de Estado, con la aprobación de las fianzas de que trata el inciso primero del artículo 48; y si no requieren constitución de fianzas, con el correspondiente registro presupuestal, si hay lugar a él, o una vez suscritos.

Según la naturaleza del negocio y las disposiciones especiales aplicables, dicho requisito podía consistir en la revisión judicial, la aprobación de garantías, la obtención del correspondiente registro presupuestal o, en determinados eventos, simplemente la suscripción del instrumento contractual. Por tanto, la determinación de la existencia y alcance de las obligaciones asumidas exige verificar el cumplimiento de las solemnidades y requisitos legalmente exigibles al momento de su celebración. En consecuencia, la recepción o entrega material del inmueble ocurrida con posterioridad no equivale al perfeccionamiento del convenio, que se rige por las solemnidades anotadas, sino que constituye un acto de ejecución de la obligación de entrega. Cuando esa entrega se acompaña de una destinación específica impuesta como carga, la entidad receptora queda vinculada a ella en los términos del título que la estableció. Por consiguiente, el perfeccionamiento y la ejecución del convenio constituyen momentos jurídicamente diferenciados, de modo que la fuente de la obligación cuya permanencia debe examinarse reside en la destinación impuesta y no en la mera recepción material del bien.
Con respecto al convenio interadministrativo, cuyo objeto es la transferencia o entrega de bienes inmuebles para fines sociales, debe destacarse que la entrega o transferencia se efectúa con competencia legal, en ejecución de una obligación válidamente asumida y para la destinación convenida. Desde esta perspectiva, la entrega o transferencia del inmueble encuentra sustento en la competencia legal de las entidades públicas involucradas, en la existencia de una obligación convencional válidamente constituida y en la destinación específica acordada por las partes para la satisfacción de necesidades colectivas o la ejecución de programas de interés social. En consecuencia, la validez de la operación debe examinarse a la luz del régimen jurídico vigente al momento de la celebración del convenio y de las normas que regulaban la administración, disposición y transferencia de bienes públicos para fines sociales.
Sobre este punto, resulta relevante precisar que el inciso primero del artículo 355 de la Constitución Política prohíbe a las ramas y órganos del poder público decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado. La finalidad de esta disposición es impedir la disposición gratuita de recursos públicos en beneficio de particulares por fuera de los mecanismos constitucional y legalmente establecidos. Sin embargo, dicha prohibición se encuentra circunscrita a las transferencias efectuadas en favor de sujetos de derecho privado y, por tanto, no resulta aplicable, en principio, a las relaciones jurídicas establecidas entre entidades públicas. En consecuencia, cuando la transferencia de un bien inmueble se produce en desarrollo de un convenio interadministrativo celebrado entre entidades estatales, la operación no encuadra en la hipótesis constitucional de auxilio o donación proscrita por el artículo 355 superior, toda vez que no existe una atribución patrimonial a favor de un particular, sino una actuación entre organismos públicos orientada al cumplimiento de funciones y finalidades estatales.
Esta lectura es conforme con la jurisprudencia constitucional, que ha precisado que la prohibición del artículo 355 superior se dirige a la asignación gratuita de recursos públicos en favor de personas de derecho privado y que, por regla general, no se extiende a las transferencias entre entidades estatales orientadas al cumplimiento de sus cometidos, sin perjuicio de que la propia Corte haya advertido que tal prohibición no tiene carácter absoluto. En esa línea, el ordenamiento autoriza de manera expresa la enajenación o cesión a título gratuito de inmuebles fiscales entre entidades públicas y para programas de vivienda de interés social[footnoteRef:10]. [10:  Sobre el alcance de la prohibición y su carácter no absoluto, Corte Constitucional, Sentencias C-251 de 1996, C-507 de 2008 y C-324 de 2009. Sobre la enajenación o cesión a título gratuito de inmuebles fiscales entre entidades públicas y para vivienda de interés social, Ley 9 de 1989, artículo 36, y Ley 708 de 2001, artículo 8.] 

Lo anterior no significa, sin embargo, que este tipo de transferencias se encuentre exento de control jurisdiccional. Por el contrario, la validez del convenio se somete al cumplimiento de las normas que regulan la competencia de las entidades para disponer de sus bienes, la observancia de los procedimientos legalmente previstos para la transferencia de inmuebles, la acreditación de la finalidad pública perseguida y el respeto por las disposiciones presupuestales, patrimoniales y administrativas aplicables. Asimismo, debe verificarse que la destinación convenida del inmueble guarde correspondencia con los fines institucionales de las entidades involucradas y con los objetivos de interés general que justifican la celebración del convenio. Este control de legalidad es expresión del principio de juridicidad y de la función administrativa que, conforme al artículo 209 de la Constitución Política, está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. En esa medida, la disposición de bienes públicos para fines sociales debe sujetarse tanto a la competencia de las entidades como a los cometidos estatales a los que sirve.
En ese orden de ideas, es importante revisar la destinación del bien y la duración del convenio interadministrativo, cláusulas que deben interpretarse de manera sistemática. Para ello, conviene separar el plazo para entregar el inmueble o ejecutar el proyecto del período durante el cual la entidad receptora debe conservar su uso social. Si la destinación se pactó únicamente durante la ejecución, la finalidad social por sí sola es insuficiente para atribuirle carácter permanente al convenio. También debe distinguirse la subsistencia del deber de la posibilidad de reclamar judicialmente su cumplimiento, que depende de la pretensión, del momento en que surgió el incumplimiento y del término aplicable. 
Conviene añadir que, cuando la transferencia de un bien se somete a una destinación específica, la relación se aproxima a una obligación modal o carga, en la que el adquirente recibe la cosa con el deber de aplicarla a un fin determinado. En el régimen civil, el incumplimiento de esa carga solo da lugar a la restitución del bien cuando se ha pactado de manera expresa una cláusula resolutoria, pues esta no se presume. De ahí que la permanencia de la destinación y la eventual reversión del inmueble dependan de lo estipulado en el título y no de la sola finalidad social que inspiró la transferencia[footnoteRef:11]. [11:  Código Civil, artículos 1147 y 1148. Conforme al inciso segundo de esta última disposición, la cláusula resolutoria en las asignaciones modales debe expresarse y no se entiende envuelta cuando no se estipula.] 

Por último, cabe destacar que, la permanencia del fin social de un predio destinado a la reconstrucción depende de la norma y del título que establecieron su destinación. Si el acto de transferencia impuso una obligación de uso continuado, esta conserva el alcance y la duración previstos en su fuente. Si el título exigió ejecutar una obra, entregar una vivienda o completar otra prestación determinada, corresponde establecer si esa obligación se cumplió y si subsisten restricciones distintas.
Respecto de la reconstrucción que expresa el peticionario al final, los predios destinados a atender la reconstrucción derivada de la actividad volcánica del Nevado del Ruiz de 1985 fueron gestionados por el Fondo de Reconstrucción RESURGIR, creado como establecimiento público para ese propósito[footnoteRef:12]. A título ilustrativo, y sin que exista un pronunciamiento específico sobre dicho Fondo, puede citarse el caso del Eje Cafetero, donde el Consejo de Estado recordó que el Decreto 111 de 2002 dispuso la subrogación de los derechos y obligaciones del FOREC en la Red de Solidaridad Social. Al reseñar la acción popular por el proyecto Ciudadela La Cecilia, se destaca que la Sección Tercera confirmó el amparo de derechos colectivos en un litigio sobre la terminación y habitabilidad de viviendas destinadas a damnificados. En tal sentido se amparó los derechos colectivos, entre ellos la seguridad y salubridad públicas, el acceso a servicios públicos y el desarrollo urbano conforme a las disposiciones aplicables. Estos antecedentes permiten examinar la continuidad de obligaciones concretas después de la supresión del Fondo y la realización efectiva del propósito habitacional[footnoteRef:13]. [12:  El Fondo de Reconstrucción RESURGIR fue creado por el Decreto Legislativo 3406 de 1985 como establecimiento público, con ocasión de la actividad volcánica del Nevado del Ruiz.]  [13:  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 13 de febrero de 2006. Rad. 63001-23-31-000-2003-0086101(AP). C.P. Germán Rodríguez Villamizar.] 

La relevancia de La Cecilia para el estudio de otros predios radica en la exigibilidad de compromisos concretos de reconstrucción. El alcance temporal de una obligación de destinación se determina a partir de su fuente. Así, para una obligación de construir y entregar vivienda debe verificarse si se cumplió la prestación. Para una cláusula que reserve un inmueble a vivienda social o a equipamiento comunitario debe establecerse si sigue vigente, qué usos permite y si prevé una condición resolutoria. La vinculación histórica de un inmueble al programa permite orientar esa búsqueda documental, mientras que la restricción concreta debe acreditarse en el régimen aplicable al predio.
Así pues, para establecer si la destinación sigue siendo exigible en un predio concreto, deben cotejarse el acto de adquisición o transferencia, la escritura y sus anexos, el folio de matrícula inmobiliaria y los actos posteriores. Esa revisión permite identificar el uso impuesto, el plazo, el hecho que podría activar una reversión y la autoridad facultada para decidir. Una modificación del uso debe evaluarse frente a las condiciones vigentes del título y a la normativa urbanística aplicable.

iv. Al margen de las consideraciones precedentes, es preciso advertir que el análisis requerido para resolver situaciones concretas relacionadas con los convenios interadministrativos y la ultractividad de las normas deberá ser realizado por quienes tengan interés legítimo en ello, de conformidad con lo expuesto en la aclaración preliminar contenida en el presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas:

	· Constitución Política, artículos 209 y 355. 
· Ley 153 de 1887, artículos 38 y 40. 
· Decreto Ley 222 de 1983, artículos 1, 16 y 51. 
· Ley 80 de 1993, artículos 13, 32 y 40, 78 y 81. 
· Código Civil, artículos 1147 y 1148.
· Ley 9 de 1989, artículo 36.
· Ley 708 de 2001, artículo 8.
· Decreto Legislativo 3406 de 1985.



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección no ha emitido previamente un pronunciamiento específico sobre la vigencia de las normas que integran el sistema de compras públicas ni acerca de los criterios aplicables para determinar su permanencia o pérdida de efectos en el tiempo frente a contratos celebrados. En consecuencia, el presente concepto aborda de manera integral el análisis jurídico correspondiente, a partir de las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que regulan la materia, así como de los principios de seguridad jurídica, legalidad e irretroactividad de las normas. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/conoce-la-relatoria 

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Por último, aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,

[image: ]
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